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INSTRUCCIÓN GENERAL N° 11
PROCESO DE GESTIÓN DE DESINCRIMINACIONES
ROSARIO, 8 de noviembre de 2017.- 
Modificación 30 de agosto de 2018.-

Y VISTOS:

Que es función del Defensor Regional impartir instrucciones generales a los Defensores (art. 28, inciso 2, Ley 13.014), en tanto se trata de la máxima autoridad institucional y responsable del buen funcionamiento del SPPDP dentro de la misma (art. 27, Ley 13.014), siempre de acuerdo a las directivas de la Defensoría provincial y necesidades del servicio y sin interferir en la libertad de la defensa;

Que tales instrucciones deben hacer operativos los Estándares de Defensa Técnica aprobados por la Defensoría Provincial para todo el SPPDP en la Resolución Nº 57/2015; 

Que en los puntos 5.19 a 5.21 de dicha Resolución se encuentran los estándares de defensa técnica que los miembros del Servicio Público Provincial de Defensa Penal deben satisfacer para el cierre del caso durante la Investigación Penal Preparatoria;
En prieta síntesis, el Defensor debe procurar estratégicamente la más pronta desincriminación de su asistido a través de un sobreseimiento judicial que tiene valor de cosa juzgada y, al propio tiempo, arbitrar todos los medios disponibles para que la IPP no se prolongue más allá de lo estrictamente necesario para satisfacer el derecho del imputado a ser juzgado en plazo razonable;
De allí que siempre habrá de intentar impedir el progreso de la acción cuando medien causales perentorias o extintivas de la acción a través de la excepción de previo y especial pronunciamiento (art. 34 CPP), propiciar el archivo de la investigación cuando fuere muy probable que no haya delito o el imputado no haya sido el autor (art. 289 y 290 CPP) y solicitar que los archivos fiscales o jurisdiccionales se transformen, tarde o temprano, en sobreseimientos (art. 306 CPP);
Si la concurrencia de las causales mencionadas aparece como “evidente” el Defensor impulsa la desincriminación por vía del sobreseimiento; mas, si la concurrencia aparece como “probable”, primero debe impetrar el archivo fiscal; 

Este archivo se solicitará al Fiscal cuanto antes y nunca más allá de 6 meses desde la imputación cuando no hubiera suficientes elementos de prueba para fundar la requisitoria de apertura del juicio y no fuera razonable, objetivamente, prever la incorporación de nuevas pruebas;
Si el titular de la acción penal se niega o no responde, se debe acudir al Juez para obtener la decisión por vía del archivo jurisdiccional (que procede por las mismas causales) con ofrecimiento de pruebas y, en el hipotético caso que el Juez rechace el planteo, el Defensor debe solicitar que el Juez ponga un plazo límite a la IPP al cabo de la cual se archivará (en nueva audiencia) a menos que haya presentado la acusación;
Si el Juez rechaza el planteo, al margen de los recursos a que hubiere lugar, la petición debe renovarse a los 6 meses si el cuadro probatorio se mantiene con fundamento en el derecho a obtener una decisión definitiva en el plazo más breve posible;
Obtenido el archivo (sea fiscal o jurisdiccional y por la causal que fuere) se debe impulsar el sobreseimiento (inmediatamente si la causal se vincula con la extinción de la acción o luego de 6 meses si tiene que ver con la afirmación del delito o su autoría);
Que las investigaciones abiertas sin movimiento alguno son una situación disvaliosa para los intereses de los defendidos de la Defensa pública porque afecta su derecho a obtener una decisión judicial definitiva en tiempo razonable y se proyecta sobre futuros casos: por un lado, estas imputaciones son utilizadas argumentativamente por los Fiscales para fundar una medida cautelar en casos en que el imputado comete un hecho presuntamente delictivo con posterioridad (aunque permanecen paralizadas) y, por otra, cuando el defendido es detenido por un hecho posterior por el que se inician tratativas para un procedimiento abreviado, hay una tentación a incluir la causa anterior en el acuerdo bajo el argumento que la pena no se modifica, en detrimento de la suficiencia probatoria que toda condena (aún la pactada) debe tener;
Adicionalmente, la situación tiene impacto en la organización interna de la Defensoría pues los casos permanecen abiertos aunque no tienen actividad, suman carga de trabajo irreal en la cuenta de los Defensores y acaban por distorsionar el sistema de distribución de trabajo que aspira a la equidad e igualdad;
Frente a la situación planteada y para impulsar la más plena satisfacción de los Estándares de Defensa Técnica en materia de desincriminación durante la Investigación Penal Preparatoria, desde la Defensoría Regional se gestó un proceso de trabajo de cinco etapas que se implementó en el año 2015 y tuvo resultados satisfactorias que se pretenden replicar;

Que dicho proceso consiste en: a) Planificación: tales como determinar el universo de casos a intervenir (puede definirse espacialmente - un Distrito judicial determinado- o temporalmente - los iniciados antes de cierta fecha-, a través de una decisión del Defensor regional), fijar el cronograma de inicio y finalización del procedimiento; integración del equipo de trabajo y otras que fueren necesarias; b) relevamiento de casos; c) decisiones estratégicas (los casos relevados ingresarán a la gestión de archivos y sobreseimientos a menos que el Defensor fundamente que estratégicamente es mejor defensa la prescripción y se tomará una decisión en conjunto con el Defensor regional);  d) gestión de archivos y sobreseimientos; y e) registro (incorporación de la novedad al Legajo informático y físico y posterior remisión de oficios a URII y otras oficinas);

Al cabo de cada proceso se hará una evaluación de los resultados del mismo para conocer el impacto del mismo y mejorar futuras intervenciones;
Que, por todo ello, se hace necesario instrumentar y complementar los Estándares de Defensa Técnica del SPPDP previstos en las Resoluciones 50 y 57, así como las Instrucciones Generales Nº 1, 4 y 5 de la Defensoría Regional Rosario, para que todos los Defensores de la Defensoría Regional Rosario ajusten su actuación a estándares convencionales y constitucionales de derecho de defensa y protección de derechos de las personas perseguidas penalmente y/o privadas de su libertad. 
POR ELLO: 

EL DEFENSOR REGIONAL DE ROSARIO 

RESUELVE:

Art. 1: Aprobar la implementación de un proceso de gestión de desincriminaciones durante la Investigación penal preparatoria para la Defensoría Regional Rosario del Servicio Público Provincial de Defensa Penal del Poder Judicial de Santa Fe que como Anexo 1 forma parte de la presente, para instrumentar y complementar la Resolución Nº 57 sobre Estándares de defensa técnica. 

Art. 2: Poner en conocimiento de la Defensoría Provincial y notificar al cuerpo de Defensores, funcionarios, agentes y demás integrantes de la Defensoría Regional Rosario del Servicio Público Provincial de Defensa Penal del Poder Judicial de Santa Fe.

INSTRUCCIÓN GENERAL Nº 11 – Anexo 1
GESTIÓN DE DESINCRIMINACIONES
Rosario, 08.11.2017.-
1.- Objetivo
El proceso de gestión de desincriminaciones tiene por objetivo lograr la más pronta desvinculación definitiva de defendidos imputados en investigaciones penales preparatorias que no registran movimiento por un tiempo prolongado.
La obtención de la desincriminación pretende materializar el derecho a una decisión judicial definitiva en tiempo razonable, evitar que la investigación abierta sea argüida para fundar medidas de coerción en casos futuros o incluida en las tratativas de salidas alternativas al proceso o la pena a pesar de la fragilidad probatoria.
2.- Planificación
El Defensor Regional planificará la implementación de uno o más procesos de gestión de desincriminaciones en cada año calendario y lo ejecutará a través de la Oficina de desincriminaciones dependiente de la Dirección regional de gestión defensiva. 
Cada vez que se inicie un proceso determinará:
a) La fecha de inicio y de finalización (en ningún caso podrá ser superior a 90 días);
b) La Unidad de Defensa y/o Defensor/es y/o Distrito Judicial involucrado/s; y
c) El período temporal de Investigaciones penales preparatorias  abarcadas.
3.- Relevamiento
La Oficina de desincriminaciones llevará a cabo un relevamiento para identificar las defensas que encuadran en la planificación y las listará en un documento informático. 
Los datos a consignar son: a) Nombre y apellido del defendido; b) identificación del/as CUIJ/s; c) Distrito judicial; d) Defensor asignado; e) delito/s imputado/s; f) fecha de la imputación; g) último movimiento; h) observaciones.
El relevamiento será puesto en conocimiento del/os Defensor/es responsable/s de la defensa quien/es deberá/n actualizar la información del caso.
4.- Decisiones estratégicas
Dentro de un plazo no inferior a cinco (5) días ni superior a diez (10) días hábiles, el/los Defensor/es responsable/s de la defensa tendrá/n una reunión con el Defensor regional (o quien éste designe en su lugar) en el que podrán pedir fundadamente la exclusión de investigaciones sobre la base de una estrategia más conveniente (por ejemplo, la prescripción porque el cuadro probatorio es suficiente para una acusación). 
En el marco de dicha reunión se tomará una decisión en conjunto respecto del pedido de exclusión.
Todas las demás investigaciones ingresarán al proceso de gestión de desincriminaciones.
5.- Gestión de archivos y sobreseimientos y consecuente registro
La Oficina de desincriminaciones hará una primera averiguación para descartar que las investigaciones no se encuentren ya archivadas o desestimadas.
a) Si de la compulsa se determinase que la IPP fue desestimada, con el simple informe del Ministerio Público de la Acusación se deberá agregar una constancia en el legajo físico con la firma del/a responsable de la Oficina, incorporar la novedad en el registro (punto 6), en el sistema informático e informar al defensor.
b) Si de la compulsa se determinase que la IPP está archivada, deberá obtener copias de la resolución para agregar al legajo físico, incorporar la novedad en el sistema informático, informar al defensor, enviar oficio a Registraciones judiciales y solicitar a defensoriaregional2@sppdp.gob.ar que agende a 10 meses vista la solicitud de sobreseimiento.
c) Si el caso no está archivado, la Oficina de desincriminaciones prepara (y el Defensor firma) un escrito de solicitud de archivo fiscal (art. 289 CPPSF) y se presenta.
c.1) Si el Fiscal hace lugar al pedido y archiva, la Oficina de desincriminaciones deberá obtener copias de la resolución para agregar al legajo físico, incorporar la novedad en el sistema informático, informar al Defensor, enviar oficio a Registraciones judiciales y solicitar a defensoriaregional2@sppdp.gob.ar que agende a 10 meses vista la solicitud de sobreseimiento.
c.2) Si el Fiscal no contesta en cinco (5) días, la Oficina de desincriminaciones prepara (y el Defensor firma) un escrito de solicitud de archivo Jurisdiccional (art. 290 CPPSF) a menos que el Defensor considere postular directamente un sobreseimiento (art. 306 CPPSF).
c.3) Si el Fiscal rechaza el pedido expresamente, la Oficina de desincriminaciones lo pondrá en conocimiento del defensor, quien deberá analizar estratégicamente la conveniencia de avanzar con un pedido de archivo jurisdiccional o bien pedir al Defensor regional (o quien éste designe en su lugar) que excluya el caso del proceso de gestión de desincriminaciones en una nueva reunión de trabajo que se pautará a tales efectos.
Registro e Informe final
La Oficina de desincriminaciones debe comunicar por oficio a entidades oficiales los archivos y sobreseimientos dictados, agregarlos en copia en el Legajo físico e informarlos en el Legajo informático.
A la finalización del proceso, la Oficina de desincriminaciones debe generar un Informe final en el que consigne el resultado de la gestión en una columna adicional del listado de casos realizado en la etapa de relevamiento, sintetice en valores absolutos y porcentuales y formule las virtudes y problemas del proceso y cualquiera otra observación sobre el mismo.

El Informe final se entrega al Defensor regional.
Defensoría Regional Rosario          Telefonos:
Correo electrónico: 

9 de julio 1677 – Sede central           341-4721773/7
defensoriaregional2@sppdp.gob.ar
9 de julio 2091 – Unidad Ejecución   341-4721930/1/2
Línea gratuita:

(2000) – Rosario – Santa Fe             341-4213795
0800-555-5553




